
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE
DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE
INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE
INTRODUCE  MODIFICACIONES
ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES A
LA LEY N° 19.968, QUE CREA LOS
TRIBUNALES  DE  FAMILIA,  Y  A
OTROS CUERPOS LEGALES.

_______________________________

SANTIAGO, agosto 17 de 2006

M E N S A J E  Nº 269-354/

Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto
de ley que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a
la Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. 

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.
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I. ANTECEDENTES.

1. Reformas procesales a la Administración de Justicia.

Los  avances  logrados  en  las  reformas  emprendidas  en  los
últimos  años,  constituyen  la  mayor  transformación  en  nuestro
sistema de administración de justicia desde su creación, y reflejan
los importantes frutos del proceso de modernización del Estado, en
el que incansablemente hemos trabajado.

La nueva realidad procesal no se limita,
sin embargo, sólo a una diversa ritualidad en
la tramitación de las controversias judiciales.
Por  el  contrario,  representa  una  innovativa
forma  de  gestión  judicial,  que  implica  otro
desarrollo  de  las  labores  de  los  empleados
judiciales,  un  desafío  en  litigación  para
abogados y jueces y, una manera diferente de
ejercer  la  jurisdicción,  en  especial  en  sus
posibilidades de interacción y resolución de
los conflictos. 

Todo esto ha traído una nueva percepción
de los derechos de que somos titulares y de la
forma de ejercer las acciones correspondientes
para  obtener  su  protección  jurídica,
manifestándose no sólo en una profundización de
nuestras relaciones sociales, sino también de
nuestras reales posibilidades de participación,
consolidándose con ello el modelo democrático
de Estado que nos rige.

Son esos mismos buenos resultados, los que
imponen  la  constante  misión  de  revisar  los
avances que con cada una de las reformas se van
produciendo.

En  nuestra  reforma  procesal  penal,  en
virtud  de  su  gradual  establecimiento  en  el
país, ha sido posible desde su inicio mantener
un  intenso  control  del  desarrollo  de  sus
instituciones, posibilitando hasta hoy detectar
sus  problemas  y  promover  las  soluciones
necesarias  para  su  eficaz  corrección.  Todo
ello, con el objetivo de mantener una dinámica
adaptación  a  las  nuevas  necesidades  que
aparezcan,  y,  satisfacer  plenamente  la
permanente demanda de justicia.

De la misma forma, la entrada en vigencia
de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de
Familia  -el  1°  de  octubre  de  2005-  y  su
implementación hasta hoy, han evidenciado una
serie de aspectos que deben ser revisados y
adaptados,  para  cumplir  con  el  ideal  de
justicia  temprana,  desformalizada,
transparente,  accesible,  directa  y
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colaborativa, que ha guiado el surgimiento de
esta nueva justicia. 

Es por ello que los cambios que en este
proyecto de ley se proponen, a sólo meses de su
inicio, más que simples enmiendas al sistema,
importan sanas herramientas contraloras de su
original inspiración y objetivo.

La  posibilidad  de  comparecencia  sin
asistencia de letrados; el no establecimiento
de  la  mediación  como  obligatoria  en
determinadas materias; y la carencia de otros
filtros en la admisión de las demandas; sumado
a  las  altas  expectativas  en  la  población
respecto  a  las  virtudes  del  nuevo  sistema,
produjeron a poco andar una altísima congestión
en los tribunales de familia, a un punto tal
que las virtudes y avances que el nuevo sistema
establece se han visto, en sus primeros meses
de funcionamiento, en gran parte opacadas. 

2. Informe de la comisión de expertos convo-
cada por el Ministerio de Justicia.

Consciente de aquello, el Ministerio de
Justicia,  a  propuesta  de  la  Comisión  de
Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento del H. Senado, en el mes de abril
del presente año, convocó a una Comisión de
Expertos en temas de familia, a fin de realizar
un  diagnóstico  de  la  situación  de  dicha
justicia y, proponer soluciones a los problemas
que se detectaran. Así fue como durante dos
meses  de  intenso  trabajo,  los  expertos
comisionados, reunidos en tres subcomisiones –
sobre  gestión,  procedimiento  y  mediación-
tuvieron la oportunidad de analizar y recoger
las  experiencias  de  los  más  diversos
intervinientes  de  este  sistema:  jueces  de
familia,  funcionarios  judiciales,
administradores  de  tribunales,  mediadores,
consejeros técnicos y abogados litigantes en
familia,  con  el  fin  de  proceder,  bajo  la
coordinación  del  mismo  Ministerio,  a  la
confección  de  un  informe  de  evaluación,
diagnóstico y proposición sobre los aspectos a
mejorar en este nuevo sistema. 

Gran  parte  de  dicho  informe  y,  en
especial,  de  sus  recomendaciones,  ha  sido
recogida  en  el  proyecto  de  ley  que  hoy  se
somete a vuestra consideración.

En efecto, una vez emitido dicho informe y
analizadas sus conclusiones, el Ministerio de
Justicia, con una importante colaboración de
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parte  de  la  Corporación  Administrativa  del
Poder Judicial y de la Comisión designada por
la propia Corte Suprema al efecto, integrada
por Jueces de Familia y Ministros de Corte de
Apelaciones,  se  abocó  a  la  búsqueda  de  las
mejores soluciones a los problemas detectados
en la nueva justicia de familia, cuyo fruto se
refleja en la presente iniciativa legal.

3. Informe de la Comisión de Familia de la
Cámara de Diputados.

Ahora  bien,  además  de  la  preocupación
manifestada por la Comisión de Constitución,
Legislación, Justicia y Reglamento del Senado,
que  motivó  la  creación  de  la  Comisión  de
Expertos, la Comisión de Familia de la Cámara
de  Diputados,  destinó  varias  sesiones  a
analizar la actual situación de la judicatura
de  familia.  De  ello,  derivó  un  informe  que
coincidió sustancialmente con diversos aspectos
de los concluidos por los expertos, así por
ejemplo, fue unánime la advertencia respecto de
la  necesidad  de  las  partes  de  contar  con
asistencia  letrada;  de  generar  filtros  que
permitiesen otorgar un acceso más expedito a la
justicia,  en  este  sentido  se  aborda  la
concentración  de  la  audiencia  y  el  archivo
provisional;  de  abordar  la  ejecución  de  las
sentencias, sobre todo en aquellas materias que
requieren  de  ello  continuamente  atendida  su
propia naturaleza; de limitar el actuar de los
jueces de familia, en lo que dice relación con
la vida futura de los menores, a los casos en
estos  puedan  ser  sujetos  de  medidas  de
protección según las reglas generales; entre
otras. Finalmente, estas ideas se plasmaron en
un proyecto de ley, recientemente ingresado al
Congreso Nacional por algunos parlamentarios de
la Comisión, el que se analizó y tuvo presente
como antecedente relevante para efectos de la
modificación  que  hoy  someto  a  vuestra
consideración.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

A  diferencia  de  lo  ocurrido  en  materia
procesal  penal  -en  que  se  optó  por  una
aplicación gradual por regiones, hasta llegar a
su aplicación a nivel nacional- en la ley N°
19.968, que crea los Tribunales de Familia, se
optó por una implementación inmediata, en todo
el territorio de la República. Ello, si bien
implicó una ventaja en  cuanto a la  idea de
contar  prontamente  con  una  justicia  de
indiscutidas cualidades en todo el país, tuvo
como  consecuencia  que  las  deficiencias  que
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mostró en su puesta en marcha el sistema, se
transformaran de golpe en una realidad a nivel
nacional,  lo  que,  considerando  la  grave
situación de congestión por todos conocida, ha
llevado a mi Gobierno a adoptar con urgencia
profundas medidas tendientes, todas, a mejorar
considerablemente  la  gestión  de  estos
tribunales,  así  como  a  perfeccionar  la
inspiración  original  de  aquella  justicia
temprana,  accesible,  desformalizada,
transparente, directa y colaborativa entre los
involucrados  que  todos  anhelamos,  para
conflictos tan sensibles y trascendentes dentro
de nuestra sociedad como son los conflictos de
familia.

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

El proyecto de ley que presento introduce
importantes modificaciones, tanto en el aspecto
orgánico como en el procedimental, a diversos
cuerpos legales: ley N° 19.968, que crea los
Tribunales  de  Familia;  ley  N°  19.947,  que
establece una nueva ley de Matrimonio Civil;
Código Civil; Decreto ley N° 3.346, del año
1980, ley Orgánica del Ministerio de Justicia;
Código  Orgánico  de  Tribunales,  entre  otros,
todos los cuales pretenden entregar una mejor
organización  y  gestión  de  los  tribunales  de
familia, así como procedimientos más expeditos
y acordes a los requerimientos que la especial
naturaleza de estos procesos demanda. 

En  términos  generales,  los  principales
aportes  de  este  proyecto  de  ley  son  los
siguientes:

1. Introducción de modificaciones orgánicas.

Dada la trascendencia del rol del juez en
el  nuevo  proceso  de  familia  y  el  déficit
detectado  desde  su  instalación,  hemos
considerado  necesario  aumentar  el  número  de
jueces  de  familia,  a  lo  largo  de  todo  el
territorio nacional. Así, con la modificación
propuesta se amplía el número de jueces de 258
a  nivel  nacional,  a  un  total  de  289.  Como
consecuencia  de  lo  anterior,  con  el  fin  de
homologar  las  plantas  establecidas  para  los
diversos juzgados en la ley N° 19.968, se crean
25 cargos adicionales de consejeros técnicos y
57 cargos de empleados.

Por su parte, y dentro de la organización
misma de los tribunales de familia, acorde con
la realidad de su especial procedimiento, se
establece  la  creación  de  una  nueva  unidad
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administrativa:  la  unidad  de  cumplimiento.
Dicha unidad será la encargada de desarrollar
las  gestiones  necesarias  para  la  adecuada
ejecución de las resoluciones judiciales que
dentro del ámbito del procedimiento de familia,
se caracterizan por requerir de un cumplimiento
sostenido en  el tiempo, que se  agrega a la
estructura  actual,  conformada  por  cuatro
unidades  administrativas:  sala,  atención  de
público, administración de causas, y servicios.
La  introducción  de  esta  nueva  función
representa  la  incorporación  de  99  empleados
adicionales  al  sistema,  quienes  tendrán  la
misión  de  asumir  una  tarea  de  tanta
trascendencia como lo es la ejecución contínua
de las resoluciones jurisdiccionales.

Se  fortalece  también  la  función  del
administrador, mediante la creación del cargo
de jefe de unidad de servicios en todos los
juzgados de familia del país, y el de jefes de
unidad  de  causas,  en  los  juzgados  de  mayor
tamaño.  Con  ello  se  conforma  un  equipo
directivo en cada tribunal, lo que permite al
administrador no sólo una mejor distribución de
las  labores,  sino  también  concentrar  sus
esfuerzos  en  los  diversos  e  importantes
aspectos que requiere la eficiente gestión del
mismo.

El proyecto de ley contempla, además, un
importante  refuerzo  administrativo  con  la
introducción  de  174  nuevos  funcionarios  al
sistema, para apoyar especialmente las unidades
de  causas  y  de  atención  de  público,
identificadas por la Corporación Administrativa
del  Poder  Judicial  como  las  funciones  más
deficitarias que hoy existen en los juzgados de
familia.

2. Introducción  de  modificaciones  procedi-
mentales.

El  proyecto  establece  una  serie  de
modificaciones  al  procedimiento  ante  los
tribunales de familia, en diversos aspectos,
las  que  tienen  por  objeto  agilizar  su
tramitación y otorgar herramientas que permitan
un mejor control sobre su desarrollo. 

a. Principio de concentración.

En primer lugar, se fortalece el principio
de concentración, potenciando la labor del juez
en su aplicación. En virtud de ello, se faculta
al juzgador para suspender la audiencia antes
de su inicio -hoy sólo puede suspenderla una
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vez iniciada- lo que obliga, en muchos casos, a
llevar adelante audiencias a pesar de tenerse
conocimiento previo de la imposibilidad de su
realización, con el único objeto de suspenderla
durante su desarrollo. Con la modificación, se
evita  invertir  esfuerzos  y  recursos  en  una
gestión  que  se  sabe  de  antemano  no
fructificará.

En el mismo sentido, se faculta al juez,
previo acuerdo de las partes, a realizar la
audiencia preparatoria y la de juicio en forma
sucesiva, en una sola audiencia. Actualmente,
dichas  audiencias  deben  realizarse  en  forma
independiente  aún  cuando  durante  la
preparatoria se esté en condiciones de realizar
inmediatamente la audiencia de juicio. 

b. Existencia de un control de admisi-
bilidad de las denuncias, demandas y
requerimientos.

Otra de las importantes modificaciones que
el  proyecto  establece,  dice  relación  con  la
existencia de un control de admisibilidad de
las demandas, denuncias y requerimientos que se
presenten, pudiendo ser rechazados ya sea por
su  forma  o  por  considerarse  manifiestamente
improponibles.

La  propia  naturaleza  multidisciplinaria
del  conflicto  familiar,  así  como  el  general
desconocimiento  de  sus  causas,  trae  como
resultado que un alto número de conflictos que
arriban  a  estos  tribunales  requiera  de  una
solución  diversa  a  la  tutela  judicial  de
derechos, muchas veces dentro del campo social
o psicosocial. Así, se hace indispensable poder
discriminar in limine los fundamentos de toda
petición y evaluar no sólo su admisibilidad de
forma,  sino  también  de  fondo,  con  especial
observancia en sus fundamentos, y en la aptitud
de las soluciones jurisdiccionales con respecto
al conflicto presentado.

Por  otra  parte,  estimamos  que  dicho
control  contribuirá  a  disminuir
considerablemente  el  atochamiento  de  causas
existente  ante  los  tribunales  de  familia,
permitiendo el correcto uso de los medios con
que el sistema cuenta. 

c. Asistencia letrada obligatoria.

En la búsqueda de una efectiva defensa en
juicio  y  de  permitir  el  adecuado  uso  y
desarrollo de las herramientas procesales que
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la Ley de Tribunales de Familia establece, el
presente proyecto introduce, como una de sus
más  trascendentales  modificaciones,  la
inversión  de  las  reglas  de  comparecencia,
estableciendo  la  obligación  de  hacerlo  con
asistencia letrada, salvo que el juez exceptúe
de dicha obligación, expresamente y por motivos
fundados. 

Como  es  sabido,  actualmente,  la
comparecencia  en  juicio  se  realiza  en  forma
personal, sin necesidad de mandatario judicial
ni  de  abogado  patrocinante,  y  sólo
excepcionalmente  el  juez  puede  ordenar  la
representación  letrada,  especialmente  en
aquellos casos en que una de las partes cuente
con asesoría de ese carácter. 

Si  bien  es  cierto  que  este  tipo  de
comparecencia  formó  parte  importante  de  las
ideas fundantes del nuevo sistema, inspirado en
la  idea  de  una  justicia  más  accesible  al
ciudadano común, en su expresión práctica ha
producido inconvenientes tanto en la eficiente
defensa  de  los  derechos  de  los  recurrentes,
como  en la  gestión  de los tribunales  y, el
desarrollo del procedimiento. 

Sin  una  asistencia  letrada,  lejos  de
alcanzarse un acceso de calidad a la justicia,
se permite que un gran número de problemas sin
relevancia  jurídica  alguna,  o  fuera  de  la
competencia  de  estos  juzgados,  integren  su
agenda  sin  haber  pasado  por  filtro  jurídico
alguno.

Asimismo, el natural desconocimiento por
parte  de  los  litigantes  de  aspectos  tan
trascendentales  como  la  proposición  de  su
pretensiones, la determinación del objeto del
juicio, el establecimiento de los hechos a ser
probados,  el  uso  de  herramientas  procesales
como la exclusión de pruebas y las convenciones
probatorias,  imposibilitan  un  desarrollo
adecuado de sus demandas obligando a asumir a
los propios jueces una labor asesora, más aun
ante la realidad de un procedimiento que se
vuelca a favor de un demandado que comparece
con la asesoría experta de un abogado, lo que
obviamente dificulta el ejercicio de la función
jurisdiccional bajo la necesaria imparcialidad.

Así,  dado  el  tiempo  y  los  recursos
invertidos en la rectificación de situaciones
producidas a consecuencia del carácter lego de
las  partes,  la  búsqueda  constante  de  los
mayores niveles de imparcialidad de los jueces
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y,  sobretodo,  el  aseguramiento  de  un  debido
acceso a la justicia, el proyecto de ley altera
la regla mencionada estableciendo la obligación
de comparecencia con asesoría letrada en los
procedimientos  que  se  desarrollen  ante  los
tribunales  de  familia.  No  obstante,  en  los
procedimientos  especiales,  referentes  a  la
aplicación judicial de medidas de protección de
los derechos de los niños, niñas o adolescentes
y  los  relativos  a  actos  de  violencia
intrafamiliar, no rige la obligación anterior,
permitiéndose  que  las  partes  comparezcan  y
actúen sin necesidad de mandatario judicial ni
de  abogado  patrocinante,  salvo  que  el  juez
estime aquello necesario.

Junto con adoptar la obligatoriedad de la
asistencia letrada hemos asumido el compromiso
de entregar, especialmente para los sectores
más necesitados, una alternativa de acceso real
a una justicia de calidad, razón por la cual se
ha considerado un significativo reforzamiento
de las Corporaciones de Asistencia Judicial en
el informe financiero del proyecto.

d. Escrituración del periodo de discu-
sión.

El  establecimiento  de  un  periodo  de
discusión íntegramente escrito y previo a la
audiencia  preparatoria  es  otra  de  las
modificaciones integradas al proyecto que hoy
presentamos.  Ello,  en  clara  relación  con  la
exigencia de asesoría letrada y en la búsqueda
de fortalecer otras instituciones tales como la
conciliación, la posibilidad de realización de
las  audiencias  en  forma  continua,  la
posibilidad  de  que  el  juez  de  la  audiencia
preparatoria  sea  uno  distinto  del  de  la
audiencia  de  juicio,  así  como  evitar  la
suspensión  de  audiencias.  Así,  el  proyecto
establece que todo el periodo de discusión deba
verificarse en forma escrita y con anterioridad
a la realización de la audiencia preparatoria,
permitiéndose con ello que ambas partes -y no
sólo el demandado, como ocurre hoy- conozcan
del conflicto con anterioridad a la audiencia
de  preparación.  Asimismo,  un  periodo  de
discusión  escrito  y  previo  a  la  audiencia
preparatoria  entrega  reales  posibilidades  al
juez de establecer, en forma meditada, bases de
conciliación en la audiencia preparatoria, como
así mismo, de que se produzca la reunión de
audiencias. 

Por su parte, al exigir que la demanda
reconvencional -en los casos en que se ejerza
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tal  facultad-  sea  contestada  en  la  misma
audiencia preparatoria, se posibilita, por ser
absolutamente innecesario, eliminar la facultad
para el demandado reconvencional de suspender
la audiencia.

e. Mediación  previa  y  obligatoria  en
determinadas materias. 

Como mecanismo alternativo de resolución
de  conflictos,  la  mediación  cuenta  con  una
serie de ventajas cualitativas por sobre las
restantes  soluciones,  incluyendo  la
jurisdiccional.  En  el  caso  del  conflicto
familiar, sus ventajas son aún más notorias,
dada la natural relación entre las partes en
conflicto y la circunstancia de que en la gran
mayoría de los casos tal relación continuará
luego  de  resuelta  la  disputa.  Por  ello,  es
necesario que tales mecanismos alcancen un rol
preferente a cualquier otra vía de solución.
Tal  concepción  se  ha  mantenido  desde  los
orígenes  del  nuevo  sistema  de  familia  y  se
plasma en la ley actual.

Sin  embargo,  en  la  práctica,  desde  la
entrada  en  vigencia  del  nuevo  sistema  de
familia, la mediación no ha sido considerada
dentro de las posibilidades reales de solución,
por  lo  que  sus  resultados  cuantitativos
esperados han estado muy lejos de la realidad.
Ello,  entendemos,  en  una  gran  parte  por
desconocimiento de sus reales ventajas, pero en
otra, debido a ciertas características en su
diseño que la hace facultativa en todas las
materias en que es procedente, dentro de un
procedimiento  ya  iniciado  y,  con  engorrosos
trámites para la obtención de su gratuidad. 

Con  el  presente  proyecto  se  establecen
tres importantes materias -derecho de alimentos
entre  padres  e  hijos,  cuidado  personal,  y
relación directa y regular- que necesariamente
deben  ser  iniciadas  por  un  proceso  de
mediación, previo a la tramitación judicial de
la demanda. Por otra parte, se eliminan los
trámites  para  acceder  a  la  gratuidad  de  la
mediación.

Los  cambios  introducidos,  que  no  hacen
sino volver a la fórmula original del proyecto
de ley que posteriormente se tradujo en la ley
N° 19.968, implicarán también, un importante
aumento del gasto en el sistema de justicia de
familia, cuyo detalle se encuentra debidamente
consignado  en  el  informe  financiero  del
presente proyecto.
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f. Otras modificaciones.

Finalmente el proyecto introduce una serie
de  modificaciones  procesales  de  menor
trascendencia, pero que en conjunto agilizan
notoriamente el desarrollo del procedimiento,
permiten  una  mejor  gestión  interna  de  los
tribunales de familia y fortalecen las ventajas
del sistema. 

Entre ellas, una respecto al procedimiento
especial  de  violencia  intrafamiliar,  que
permite en caso de inactividad de las partes,
se  proceda  por  parte  del  juez  al  archivo
provisional de los antecedentes, facultando a
la vez a la actora, en cualquier momento, para
pedir la reapertura del procedimiento. Con ello
se  evita  que  procedimientos  que  han  sido
abandonados  “de  facto”  por  la  demandante  o
denunciante, deban continuar hasta la dictación
de la sentencia.

En cuanto al sistema de notificaciones, en
el claro objetivo de agilizar el procedimiento,
se introduce la posibilidad de notificar según
lo dispuesto en el artículo 44 del Código de
Procedimiento  Civil,  dándose  los  requisitos
legales,  directamente,  sin  necesidad  de
requerir la autorización judicial previa, que
tal norma establece. Hoy, si bien la ley N°
19.968  establece  que  en  los  casos  que  no
resultare  posible  practicar  la  primera
notificación personalmente, el juez dispondrá
otra  forma,  por  cualquier  medio  idóneo,  que
garantice la debida información del notificado
para el adecuado ejercicio de sus derechos, en
la práctica los tribunales decretan justamente
la  del  artículo  44  inciso  2°  del  referido
Código.  Con  ello,  el  tiempo  que  transcurre
entre el momento en que se ordena notificar y
aquel en que efectivamente se hace, es largo e
innecesario,  y  amerita,  por  tanto,  su
modificación. La solución propuesta permitirá
que sólo con la constancia del ministro de fe
que señala cuál es la habitación de la persona
a  notificar,  o  el  lugar  donde  habitualmente
ejerce su industria, profesión o empleo y que
se encuentra en el lugar del juicio, baste para
proceder a su notificación en el mismo acto y
sin necesidad de nueva orden del tribunal, en
la forma señalada en los incisos 2º y 3º del
artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

Finalmente,  deseo  expresar  mi  íntima
convicción  de  que  la  presente  propuesta
legislativa vendrá no sólo a superar la actual
situación de congestión de los Tribunales de
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Familia,  sino  además  a  elevar  en  forma
significativa sus cualidades, cumpliendo así,
con el objetivo general de entregar a Chile una
nueva justicia que cumpla con los estándares a
que nuestro país se ha comprometido, brindando
procedimientos más justos, más eficientes, más
transparentes,  más  accesibles  al  ciudadano
común,  los  que,  contando  con  especiales
herramientas en cada una de sus materias, no
pierdan de vista la necesaria interrelación y
coherencia  entre  los  diversos  sistemas
procesales.

En  consecuencia,  tengo  el  honor  de
someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

Artículo 1°.- Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  a  la
ley N° 19.968:

1) Agrégase al artículo 2°, el siguiente numeral
5°:

“5°  Cumplimiento,  que,  dada  la  particular
naturaleza  del  procedimiento  establecido  en  esta  ley,
desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal
ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar,
particularmente  de  aquellas  que  requieren  de  cumplimiento
sostenido en el tiempo.”.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 4°:

a) Reemplázase en la letra a), la expresión
“Arica, con cinco jueces,”, por “Arica, con seis jueces”. 

b) Reemplázanse  en  la  letra  d),  las
expresiones  “La  Serena,  con  tres  jueces”  por  “La  Serena,  con
cuatro jueces”, y “Ovalle, con dos jueces” por “Ovalle, con tres
jueces”. 

c) Reemplázanse  en  la  letra  e),  las
expresiones  “Quilpué,  con  dos  jueces”  por  “Quilpué,  con  tres
jueces”, “Villa Alemana, con dos jueces” por “Villa Alemana, con
tres jueces”, “Casablanca, con un juez” por “Casablanca, con dos
jueces”, “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”,
“San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces” y
“Limache, con un juez”, por “Limache, con dos jueces”. 
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d) Reemplázanse  en  la  letra  f)  las
expresiones “Rancagua, con ocho jueces”, por “Rancagua, con nueve
jueces”, “San Fernando, con dos jueces” por “San Fernando, con
tres jueces” y “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos
jueces”. 

e) Reemplázanse  en  la  letra  g),  las
expresiones  “Talca  con  cinco  jueces”  por  “Talca,  con  siete
jueces”, “Constitución, con un juez” por “Constitución, con dos
jueces”,  “Curicó,  con  tres  jueces”  por  “Curicó,  con  cuatro
jueces” y “Linares, con tres jueces” por “Linares, con cuatro
jueces”.

f) Reemplázanse  en  la  letra  h),  las
expresiones “Tomé, con un juez”, por “Tomé, con dos jueces” y
“Coronel, con tres jueces” por “Coronel, con cuatro jueces”. 

g) Reemplázanse  en  la  letra  j)  las
expresiones “Osorno, con tres jueces”, por “Osorno, con cuatro
jueces”, y “Puerto Montt, con tres jueces”, por “Puerto Montt,
con cuatro jueces”. 

h) Reemplázanse  en  la  letra  m)  las
expresiones “Puente Alto, con seis jueces” por “Puente Alto, con
ocho jueces”; “Peñaflor, con dos jueces”, por “Peñaflor, con tres
jueces”; “Colina, con dos jueces” por “Colina, con tres jueces”;
“con  asiento  dentro  de  su  territorio  jurisdiccional”  por  “con
asiento dentro de la Provincia de Santiago” y “: el primero, el
segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con
doce jueces” por “, todos con doce jueces”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 8°:

a) Suprímese su numeral 7)

b) En  su  numeral  10),  sustitúyese  el
guarismo “30” por “29”.

c) Reemplázase  el  artículo  11  por  el
siguiente:

“Artículo  11.-  Concentración.  El
procedimiento  se  desarrollará  en  audiencias  continuas  y  podrá
prolongarse  en  sesiones  sucesivas,  hasta  su  conclusión.  No
obstante,  el  tribunal  podrá  suspender  la  audiencia
anticipadamente o durante su desarrollo por razones de absoluta
necesidad, hasta por dos veces solamente y por el tiempo mínimo
necesario de acuerdo con el motivo de la suspensión. 

La  suspensión  anticipada  se  notificará
por carta certificada o conforme a lo dispuesto en el inciso
final  del  artículo  23,  cuando  corresponda,  y  tratándose  de
aquélla  decretada  durante  el  desarrollo  de  la  audiencia,  el
tribunal comunicará en la misma audiencia la fecha y hora de su
continuación, lo que se tendrá como suficiente citación.”.
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5) Incorpórase en el artículo 12, a continuación
de  la  expresión  “recibido”,  la  frase  “y  con  las  que  reciba
conforme a lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 61”

6) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo  18.-  Comparecencia  en  juicio.  En
los procedimientos que se sigan ante los juzgados de familia, las
partes sólo podrán comparecer patrocinadas por abogado habilitado
para el ejercicio de la profesión y representadas por persona
legalmente habilitada para actuar en juicio, a menos que el juez
las exceptúe expresamente, por motivos fundados.

La obligación anterior no regirá tratándose
de  los  procedimientos  establecidos  en  el  Título  IV.  En  estos
casos, las partes podrán comparecer y actuar sin necesidad de
mandatario judicial ni de abogado patrocinante, salvo que el juez
lo estime necesario.”.

7) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 21:

a) Incorpórase  en  el  inciso  primero,  a
continuación de la expresión “antecedentes”, la oración “, salvo
en los casos a que se refieren los incisos siguientes”

b) Reemplázase  el  inciso  segundo  por  los
siguientes:

“En los asuntos a que se refieren los
números 8), 10) y 12) del artículo 8º, el juez citará a las
partes,  en  forma  inmediata,  a  una  nueva  audiencia,  bajo
apercibimiento  de  continuar  el  procedimiento  y  resolver  de
oficio.

En  las  causas  sobre  violencia
intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el
inciso primero, el juez ordenará el archivo provisional de los
antecedentes, pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en
cualquier momento, la reapertura del procedimiento.”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 23:

a) En  el  inciso  primero,  suprímese  la
expresión “del tribunal” la primera vez que aparece mencionada en
el  texto,  y  agrégase,  a  continuación  del  punto  seguido  que
precede a la expresión “La parte”, la frase “Dicho funcionario
tendrá el carácter de ministro de fe para estos efectos.”

b) Reemplázase el actual inciso segundo por
los siguientes incisos, segundo al cuarto, pasando los demás a
numerarse correlativamente:

“En los casos en que no resulte posible
practicar  la  primera  notificación  personalmente,  por  no  ser
habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el
ministro de fe encargado de la diligencia establezca cual es su
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habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria,
profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, de
lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el
mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la
forma señalada en los incisos 2º y 3º del artículo 44 del Código
de Procedimiento Civil.

El  ministro  de  fe  dará  aviso  de  esta
notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a
más  tardar  al  día  hábil  siguiente,  dirigiéndoles  carta
certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la
notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y
perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del
afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan
en los números 2, 3 y 4 del inciso 3º del artículo 532 del Código
Orgánico de Tribunales.

Cuando  la  demanda  deba  notificarse  a
persona  cuya  individualización  o  domicilio  sean  difíciles  de
determinar,  el  juez  dispondrá  que  se  practique  por  cualquier
medio idóneo que garantice la debida información del notificado,
para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.

9) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- Acerca de los incidentes. Los
incidentes  serán  promovidos  durante  el  transcurso  de  las
audiencias en que se originen y se resolverán inmediatamente por
el tribunal, previo debate. Con todo, cuando para la resolución
del  incidente  resulte  indispensable  producir  prueba  que  no
hubiere sido posible prever con anterioridad, el juez determinará
la forma y oportunidad de su rendición, antes de resolver. Las
decisiones  que  recayeren  sobre  estos  incidentes  no  serán
susceptibles de recurso alguno. 

Excepcionalmente, y por motivos fundados, se
podrán interponer incidentes fuera de audiencia, los que deberán
ser presentados por escrito y resueltos por el juez de plano, a
menos que considere necesario oír a los demás interesados. En
este  último  caso,  citará  a  una  audiencia  especial,  a  la  que
concurrirán los interesados con todos sus medios de prueba, a fin
de resolver en ella la incidencia planteada. Con todo, si se
hubiere fijado la audiencia preparatoria o de juicio para una
fecha no posterior al quinto día de interpuesto el incidente, se
resolverá en ésta. 

Si  el  incidente  se  origina  en  un  hecho
anterior  a  una  audiencia  sólo  podrá  interponerse  hasta  la
conclusión de la misma.”.

19) Incorpórase en el inciso final del artículo
45, a continuación de la expresión “Estado”, la siguiente frase
“y que desarrolle la línea de acción a que se refiere el artículo
4º Nº 3.4 de la ley Nº 20.032”.

11) Reemplázase el inciso primero del artículo 46
por el siguiente:
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“Artículo  46.-  Contenido  del  informe  de
peritos. Sin perjuicio del deber de los peritos de concurrir a
declarar  ante  el  juez  acerca  de  su  informe,  éste  deberá
entregarse  por  escrito,  con  la  finalidad  de  ponerlo  en
conocimiento de la parte contraria con, a lo menos, tres días de
anticipación a la audiencia de juicio.”.

12) Incorpórase  en  el  Título  III  el  siguiente
Párrafo Tercero bis nuevo:

“Párrafo tercero bis

Admisibilidad de la demanda y etapa de recepción

Artículo 54-1.- Control de admisibilidad. Uno o más jueces de los
que componen el juzgado, realizarán un control de admisibilidad
de las demandas, denuncias y requerimientos que se presenten al
tribunal.

Si en dicho control se advirtiese que la demanda
presentada no cumple con los requisitos formales previstos en el
artículo 57, el Tribunal ordenará se subsanen sus defectos en el
plazo  que  el  mismo  fije,  bajo  sanción  de  tenerla  por  no
presentada. 

Con  excepción  de  los  numerales  9)  y  18)  del
artículo  8,  si  se  estimare  que  la  demanda  es  manifiestamente
improponible, la rechazará de plano, expresando los fundamentos
de  su  decisión.  La  resolución  que  rechace  la  demanda,  será
apelable en conformidad a las reglas generales.

Asimismo,  el  juez  deberá  declarar  de  oficio  su
incompetencia  para  conocer  de  la  demanda  o  requerimiento.  En
dicho  caso  señalará  el  tribunal  competente,  reenviándole  los
antecedentes correspondientes.

Artículo 54-2.- Facultades del juez en la etapa de recepción. Una
vez admitida la demanda, denuncia o requerimiento a tramitación,
el juez procederá de oficio o a petición de parte, a decretar las
medidas  cautelares  que  procedan,  incluyendo  la  fijación  de
alimentos provisorios cuando corresponda. Luego de ello, citará a
las partes a la audiencia correspondiente.

Conocerá,  también,  de  la  aprobación  de  los
acuerdos  contenidos  en  las  actas  de  mediación  que  se  le
presenten,  así  como  de  los  avenimientos  y  transacciones
celebrados directamente por las partes, y las aprobará en cuanto
no  sean  contrarios  a  derecho.  Si  en  el  acta  correspondiente
constare que el proceso de mediación resultó frustrado, dispondrá
el  inicio  o  la  continuación  del  procedimiento  judicial,  según
corresponda.”.

13) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Artículo 56.- Inicio del procedimiento. El
procedimiento comenzará por demanda escrita.”.

14) Reemplázase el artículo 58 por el siguiente:
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“Artículo 58.- Contestación de la demanda. El
demandado deberá contestar la demanda por escrito con al menos
tres  días  de  anticipación  a  la  fecha  de  realización  de  la
audiencia preparatoria. Si desea reconvenir, deberá hacerlo de la
misma forma, conjuntamente con la contestación de la demanda y
cumpliendo  con  los  requisitos  establecidos  en  el  artículo
anterior.”.

15) Suprímese el inciso segundo del artículo 59.

16) Suprímese el inciso tercero del artículo 60.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 61:

a) Reemplázanse los numerales 1), 2) y 9)
por los siguientes:

“1) Ratificar oralmente la demanda, la
contestación de la demanda y la reconvención, en su caso.

2) Contestar la demanda reconvencional,
en su caso.

Las excepciones que se hayan opuesto se
tramitarán  conjuntamente  y  se  fallarán  en  la  sentencia
definitiva. No obstante, el juez se pronunciará inmediatamente de
evacuado el traslado respecto de las de incompetencia, falta de
capacidad o de personería, de las que se refieran a la corrección
del procedimiento y de prescripción, siempre que ellas aparezcan
manifiestamente admisibles.

9)  Recibir  la  prueba  que,  por  motivos
justificados, deba rendirse en ese momento.”.

b) Introdúcese  en  el  numeral  10),  a
continuación  del  punto  aparte  (.)  que  sigue  de  la  expresión
“preparatoria”, el siguiente párrafo “Sin perjuicio de ello, el
juez  podrá,  previo  acuerdo  de  las  partes,  desarrollar  ambas
audiencias en forma sucesiva.”.

18) Incorpórase  el  siguiente  artículo  66  bis
nuevo:

“Artículo  66  bis.-  Celebración  de  nueva
audiencia. Si el juez que presidió la audiencia de juicio no
pudiere dictar sentencia, aquélla deberá celebrarse nuevamente.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 71:

a) En  el  literal  c),  reemplázase  la
expresión “o centro residencial” por “, centro de diagnóstico o
residencia” e incorpórese el siguiente párrafo, a continuación de
la  expresión  “indispensable”,  antecedido  por  un  punto  seguido
(.): “En este caso, de adoptarse la medida sin la comparecencia
del niño, niña o adolescente ante el juez, deberá asegurarse que
ésta se verifique a primera hora de la audiencia más próxima.”.
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b) En el literal g), suprímase la frase “o
de  trabajo”  e  incorpórese  a  continuación  de  la  expresión
“adolescente”, la siguiente frase “, así como a cualquier otro
lugar donde éste permanezca o que visite habitualmente”

20) Reemplázanse  los  incisos  segundo  al  quinto
del artículo 72, por los siguientes:

“Durante  la  audiencia,  el  juez  informará  a
las partes acerca del motivo de su comparecencia, sus derechos y
deberes, y responderá a las dudas e inquietudes que les surjan.
Los niños, niñas o adolescentes serán informados en un lenguaje
que les resulte comprensible. 

El juez indagará sobre la situación que ha
motivado el inicio del proceso, la forma en que afecta al niño,
niña o adolescente y sobre la identidad de las personas que se
encuentren involucradas en la afectación de sus derechos.

Los  citados  expondrán  lo  que  consideren
conveniente  y,  una  vez  oídos,  el  juez  dictará  sentencia,  si
estima que cuenta con todos los elementos probatorios para ello,
sea  aplicando  la  medida  a  que  se  refiere  el  numeral  1)  del
artículo 30 del la ley N° 16.618 o no aplicando ninguna. Por el
contrario,  si  estima  que  faltan  elementos  probatorios  o  que
procedería la medida del numeral 2) del mismo artículo, citará a
audiencia de juicio.”.

21) Reemplázase  en  el  artículo  73  la  expresión
“Esta” por la frase “De conformidad a lo dispuesto en el artículo
precedente, esta”

22) Incorpórase en el inciso tercero del artículo
78, a continuación de la expresión “Menores”, la frase “y al
Ministerio de Justicia”.

23) Introdúcense las siguientes modificaciones al
artículo 80:

a) En su inciso primero, a continuación de
la  expresión  “justifiquen,”  agréguese  la  frase  “y  siempre  que
cuente con un informe psicosocial actualizado del niño, niña o
adolescente”.

b) Reemplázase  el  inciso  segundo  por  el
siguiente:

“Si el tribunal lo considera necesario
para  resolver,  podrá  citar  a  una  única  audiencia  destinada  a
escuchar  a  las  partes,  recibir  los  antecedentes  y,  si
corresponde,  la  declaración  del  perito  que  haya  elaborado  el
informe  respectivo,  el  que  deberá  ser  entregado  con  la
anticipación a que se refiere el artículo 46.”.

24) Incorpórese  el  siguiente  artículo  80  bis
nuevo:
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“Artículo 80 bis.- Deber de información del
Servicio Nacional de Menores. Para efectos de la aplicación de
las medidas a que se refiere el artículo 71, así como las que se
impongan en virtud de sentencia definitiva, el Servicio Nacional
de  Menores,  a  través  de  sus  Direcciones  Regionales,  informará
periódicamente y en forma detallada a cada juzgado de familia la
oferta programática vigente en la respectiva región, de acuerdo a
las líneas de acción desarrolladas, su modalidad de intervención
y  la  cobertura  existente  en  ellas,  sea  en  sus  centros  de
administración directa o bien en los proyectos ejecutados por sus
organismos colaboradores acreditados.”.

25) Incorpórase  en  el  artículo  102  A,  a
continuación de la expresión “494 bis”, la expresión “, 495 N°
21”

26 Reemplázase el Título V por el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR

Artículo  103.-  Mediación.  Para  los  efectos  de  esta  ley,  se
entiende por mediación aquel sistema de resolución de conflictos
en  el  que  un  tercero  imparcial,  sin  poder  decisorio,  llamado
mediador, ayuda a las partes a buscar por sí mismas una solución
al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos.

Artículo 104.- Avenimientos obtenidos fuera de un procedimiento
de mediación. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Título, las
partes podrán designar de común acuerdo una persona que ejerza
entre ellas sus buenos oficios para alcanzar avenimientos en las
materias en que sea procedente de acuerdo a la ley.

Artículo  105.-  Principios  de  la  mediación.  Durante  todo  el
proceso de mediación, el mediador deberá velar que se cumplan los
siguientes  principios  en  los  términos  que  a  continuación  se
señalan:

a) Igualdad: en virtud del cual el mediador se
cerciorará de que los participantes se encuentren en igualdad de
condiciones para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o
adoptará, en su caso, las medidas necesarias para que se obtenga
ese equilibrio. De no ser ello posible, declarará terminada la
mediación.

b) Voluntariedad: por el que los participantes
podrán retirarse de la mediación en cualquier momento. Si en la
primera  sesión,  o  en  cualquier  otro  momento  durante  el
procedimiento,  alguno  de  los  participantes  manifiesta  su
intención de no seguir adelante con la mediación, ésta se tendrá
por terminada.

c) Confidencialidad:  por  la  cual  el  mediador
deberá guardar reserva de todo lo escuchado o visto durante el
proceso  de  mediación  y  estará  amparado  por  el  secreto
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profesional. La violación de dicha reserva será sancionada con la
pena prevista en el artículo 247 del Código Penal. 

Con  todo,  quedarán  exentos  del  deber  de
confidencialidad en aquellos casos en que tomen conocimiento de
la existencia de situaciones de maltrato o abuso en contra de
niños, niñas, adolescentes o discapacitados.

Nada  de  lo  dicho  por  cualquiera  de  los
participantes  durante  el  desarrollo  de  la  mediación  podrá
invocarse en el subsiguiente procedimiento judicial, en caso de
haberlo.

d) Imparcialidad:  la  que  implica  que  los
mediadores serán imparciales en relación con los participantes,
debiendo abstenerse de promover actuaciones que comprometan su
necesaria neutralidad. Si dicha imparcialidad se viere afectada
por  cualquier  causa,  deberán  rechazar  el  caso,  justificándose
ante el Juzgado que corresponda. 

Los involucrados podrán también solicitar al
juzgado la designación de un nuevo mediador, cuando justifiquen
que  la  imparcialidad  del  inicialmente  designado  se  encuentra
comprometida 

e) Interés superior del niño: por el cual, en el
curso de la mediación, el mediador velará siempre para que se
tome  en  consideración  el  interés  superior  del  niño,  niña  o
adolescente, en su caso, pudiendo citarlos sólo si su presencia
es  estrictamente  indispensable  para  el  desarrollo  de  la
mediación. 

f) Intereses de terceros: en virtud del cual, el
mediador  velará  para  que  se  consideren  los  intereses  de  los
terceros que no hubieren sido citados a la audiencia, a quienes
también podrá citar.

Artículo  106.-  Mediación  previa,  voluntaria  y  prohibida.  Las
causas relativas al derecho de alimentos, cuidado personal y al
derecho  de  los  padres  e  hijos  e  hijas  que  vivan  separados  a
mantener  una  relación  directa  y  regular,  aún  cuando  se  deban
tratar  en  el  marco  de  una  acción  de  divorcio  o  separación
judicial,  deberán  someterse  a  un  procedimiento  de  mediación
previa a la tramitación judicial de la causa, el que se regirá
por las normas de esta ley y su reglamento.

Las partes quedarán exentas del cumplimiento de
este requisito, si acreditaren que antes del inicio de la causa,
sometieron  el  mismo  conflicto  a  mediación  ante  mediadores
inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 112 o si
hubieren alcanzado un acuerdo privado sobre estas materias. 

Las  restantes  materias  de  competencia  de  los
juzgados  de  familia,  exceptuadas  las  señaladas  en  el  inciso
siguiente, podrán ser sometidas a mediación si así lo acuerdan o
lo aceptan las partes.
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No se someterán a mediación los asuntos relativos
al estado civil de las personas, salvo en los casos contemplados
por la Ley de Matrimonio Civil; la declaración de interdicción;
las causas sobre maltrato de niños, niñas o adolescentes; y los
procedimientos regulados en la ley N° 19.620, sobre adopción.

En los asuntos a que dé lugar la aplicación de la
ley  Nº  20.066,  sobre  Violencia  Intrafamiliar,  la  mediación
procederá  en  los  términos  y  condiciones  establecidos  en  los
artículos 96 y 97 de la presente ley.

Artículo 107.- Derivación a mediación y designación del mediador.
Al requerirse la intervención judicial en alguna de las materias
en que la ley exige mediación previa, el tribunal procederá a la
designación  de  un  mediador  contratado  de  conformidad  a  lo
dispuesto  en  los  incisos  tercero  y  cuarto  del  artículo  114,
mediante  un  procedimiento  que  garantice  una  distribución
equitativa entre los contratados para prestar servicios en ese
territorio jurisdiccional. En todo caso, siempre se hará presente
al requirente la posibilidad de recurrir, a su costa, ante un
mediador de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del
artículo anterior.

Si la acción judicial versa sobre alguna de las
materias  de  mediación  voluntaria,  el  juez  ordenará  que,  al
presentarse la demanda, un funcionario especialmente calificado
instruya al actor sobre la alternativa de concurrir a ella, quien
podrá aceptarla o rechazarla. Del mismo modo, ambas partes podrán
solicitar la mediación o aceptar la que les propone el juez,
durante el curso de la causa, hasta el quinto día anterior a la
audiencia de juicio y podrán, en este caso, designar al mediador
de común acuerdo. Si no se alcanzare acuerdo, el juez procederá a
designarlo, de inmediato, de entre quienes figuren en el Registro
de  Mediadores,  mediante  un  procedimiento  que  garantice  una
distribución equitativa de trabajo entre los registrados.

La designación efectuada por el tribunal no será
susceptible  de  recurso  alguno.  Con  todo,  deberá  revocarse  y
procederse a una nueva designación si el mediador fuere curador o
pariente, por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y
hasta el cuarto grado en la línea colateral, de cualquiera de las
partes, o hubiere prestado servicios profesionales a cualquiera
de ellas con anterioridad, a menos que los hubiese prestado a
ambas en calidad de mediador.

Una  vez  realizadas  las  actuaciones  a  que  se
refieren los artículos precedentes, se comunicará al mediador su
designación por la vía más expedita posible. Dicha comunicación
incluirá,  además,  la  individualización  de  las  partes  y  las
materias sobre las que versa el conflicto.

Artículo  108.-  Citación  a  la  sesión  inicial  de  mediación.  El
mediador designado fijará una sesión inicial de mediación. A ésta
citará, conjunta o separadamente, a los adultos involucrados en
el  conflicto,  quienes  deberán  concurrir  personalmente,  sin
perjuicio de la comparecencia de sus abogados.
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La primera sesión comenzará con la información a
los  participantes  acerca  de  la  naturaleza  y  objetivos  de  la
mediación, los principios que la informan y el valor jurídico de
los acuerdos a que puedan llegar. 

Articulo  109.-  Reglas  especiales  sobre  la  mediación  en  causas
relativas  al  derecho  de  alimentos.  Tratándose  de  causas  que
versen  sobre  el  derecho  de  alimentos,  el  mediador  designado
deberá  fijar  la  primera  sesión  dentro  de  los  5  días  hábiles
siguientes a la recepción de los antecedentes.

En la primera sesión de mediación, además de lo
señalado  en  el  artículo  anterior,  deberá  tratarse  la
determinación de los alimentos provisorios. Si éstos se acuerdan
por las partes, el acta respectiva se enviará inmediatamente al
tribunal para su aprobación.

En caso de no lograrse acuerdo respecto de los
alimentos  provisorios  en  la  primera  sesión,  o  si  a  ésta  no
concurre el demandado, se informará al juzgado correspondiente
para que éste los fije de acuerdo a lo señalado en el Párrafo
Tercero  bis  del  Título  III,  sin  perjuicio  de  continuar  la
mediación si corresponde.

Si el demandado, citado por una sola vez, no acude
a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el
demandante  quedará  habilitado  para  iniciar  el  procedimiento
judicial.

Artículo 110.- Duración de la mediación. El proceso de mediación
no  podrá  durar  más  de  sesenta  días,  contados  desde  que  se
comunica  al  mediador  su  designación  por  parte  del  juzgado  de
familia. 

Con  todo,  los  participantes,  de  común  acuerdo,
podrán solicitar la ampliación de este plazo hasta por sesenta
días más.

Durante  ese  plazo,  podrán  celebrarse  todas  las
sesiones que el mediador y las partes estimen necesarias, en las
fechas que de común acuerdo se determinen. Podrá citarse a los
participantes por separado.

Artículo 111.- Acta de mediación. En caso de llegarse a acuerdo
sobre todos o algunos de los puntos sometidos a mediación, se
dejará constancia de ello en un acta de mediación, la que, luego
de ser leída por los participantes, será firmada por ellos y por
el  mediador,  quedando  una  copia  en  poder  de  cada  una  de  las
partes.

El acta deberá ser remitida por el mediador al
tribunal  para  su  aprobación  en  todo  aquello  que  no  fuere
contrario  a  derecho.  Aprobada  por  el  juez,  tendrá  valor  de
sentencia ejecutoriada. 

Si la mediación se frustrare, también se levantará
un  acta  en  la  que  se  dejará  constancia  del  término  de  la
mediación, sin agregar otros antecedentes. En lo posible, dicha
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acta será firmada por los participantes, se entregará copia de la
misma a aquella parte que la solicite y se remitirá al tribunal
correspondiente,  con  lo  cual  terminará  la  suspensión  del
procedimiento  judicial  o,  en  su  caso,  el  demandante  quedará
habilitado para iniciarlo.

Se entenderá que la mediación se frustra si alguno
de los participantes, citado por dos veces, no concurriere a la
sesión inicial, ni justificare causa; si, habiendo concurrido a
las  sesiones,  manifiesta  su  voluntad  de  no  perseverar  en  la
mediación, y, en general, en cualquier momento en que el mediador
adquiera la convicción de que no se alcanzará acuerdos.

Artículo 112.- Registro de Mediadores. La mediación que regula el
presente  Título  sólo  podrá  ser  conducida  por  las  personas
inscritas  en  el  Registro  de  Mediadores  que  mantendrá,
permanentemente actualizado el Ministerio de Justicia a través de
las  Secretarías  Regionales  Ministeriales,  con  las  formalidades
establecidas en el Reglamento.

En dicho Registro, deberá individualizarse a todos
los mediadores inscritos y consignarse el ámbito territorial en
que prestarán servicios. Este deberá corresponder, a lo más, al
territorio  jurisdiccional  de  una  Corte  de  Apelaciones  o  de
varias, siempre que se encuentren en una misma Región y a lo
menos,  a  todo  el  territorio  jurisdiccional  de  un  tribunal  de
primera instancia con competencia en asuntos de familia. Además,
si corresponde, se señalará su pertenencia a una institución o
persona jurídica.

El  Ministerio  de  Justicia  proporcionará  a  las
Cortes de Apelaciones la nómina de los mediadores habilitados en
su respectivo territorio jurisdiccional. 

Para ser inscrito en el Registro de Mediadores se
requiere  poseer  un  título  profesional  idóneo  otorgado  por  una
institución de educación superior del Estado o reconocida por el
Estado, según lo que determine el Reglamento, y no haber sido
condenado  u  objeto  de  una  formalización  de  investigación
criminal, en su caso, por delito que merezca pena aflictiva, por
alguno de los delitos contemplados en los artículos 361 a 375 del
Código  Penal,  ni  por  actos  constitutivos  de  violencia
intrafamiliar.

Además, deberá disponer de un lugar adecuado para
desarrollar la mediación en la comuna de asiento del juzgado ante
el cual se acuerde la respectiva mediación.

El  Reglamento  podrá  considerar  requisitos
complementarios de especialización en mediación familiar para ser
inscrito  en  el  Registro,  así  como  requisitos  de  formación
continua para permanecer en el mismo.

Artículo  113.-  Eliminación  del  Registro  y  sanciones.  Los
mediadores  inscritos  serán  eliminados  del  Registro,  por  el
Ministerio  de  Justicia,  en  caso  de  fallecimiento  o  renuncia.
Asimismo, serán eliminados del Registro en caso de pérdida de los
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requisitos exigidos para la inscripción o por la cancelación de
la misma, decretadas por la Corte de Apelaciones competente.

En caso de incumplimiento de sus obligaciones o
abuso en el desempeño de sus funciones el mediador inscrito podrá
ser amonestado o suspendido en el ejercicio de la actividad por
un  período  no  superior  a  los  seis  meses.  Asimismo,  en  casos
graves,  podrá  decretarse  la  cancelación  de  la  inscripción.
Impuesta  esta  última,  no  podrá  volver  a  solicitarse  la
inscripción.

Las sanciones serán ordenadas por cualquiera de
las  Cortes  de  Apelaciones  dentro  de  cuyo  territorio  ejerciera
funciones el mediador, a petición del interesado que reclamare
contra  los  servicios  prestados,  de  la  institución  o  persona
jurídica  a  que  pertenezca  el  mediador,  de  cualquier  juez  con
competencia en materias de familia del territorio jurisdiccional
de la Corte, o de la respectiva Secretaría Regional Ministerial
de Justicia. 

La  Corte  resolverá  con  audiencia  de  los
interesados y la agregación de los medios de prueba que estimare
conducentes para formar su convicción.

Las medidas que en ejercicio de estas facultades
adoptaren  las  Cortes  de  Apelaciones,  serán  apelables,  sin
perjuicio  del  derecho  del  mediador  para  pedir  reposición.  La
tramitación del recurso se sujetará a lo dispuesto en los incisos
segundo  y  tercero  del  artículo  551  del  Código  Orgánico  de
Tribunales.

La resolución será comunicada a la correspondiente
Secretaría  Regional  Ministerial  de  Justicia,  para  su
cumplimiento, el que se hará extensivo a todo el territorio de la
República.

Impuesta  la  cancelación,  el  mediador  quedará
inhabilitado  para  actuar,  debiendo  proveerse  una  nueva
designación respecto de los asuntos que tuviere pendientes. Por
su parte, impuesta una suspensión, el mediador deberá continuar,
hasta  su  término,  con  aquellos  asuntos  que  se  le  hubieren
encomendado en forma previa.

En caso de pérdida de los requisitos, la Corte de
Apelaciones respectiva seguirá el mismo procedimiento señalado en
los incisos precedentes.

Artículo 114.- Costo de la mediación. Los servicios de mediación
respecto de las materias a que se refiere el inciso primero del
artículo 106 serán gratuitos para las partes. Excepcionalmente,
podrá cobrarse por el servicio, total o parcialmente, cuando se
preste  a  usuarios  que  dispongan  de  recursos  para  financiarlo
privadamente.  Para  estos  efectos  se  considerará,  al  menos,  su
nivel de ingreso, capacidad de pago y el número de personas del
grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que
señale el reglamento. 
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Para  las  restantes  materias,  los  servicios  de
mediación serán de costo de las partes y tendrán como valores
máximos  los  que  contemple  el  arancel  que  periódicamente  se
determinará  mediante  decreto  del  Ministerio  de  Justicia.  Con
todo,  quienes  cuenten  con  Privilegio  de  Pobreza  o  sean
patrocinados  por  las  Corporaciones  de  Asistencia  Judicial  o
alguna de las entidades públicas o privadas destinadas a prestar
asistencia  jurídica  gratuita  tendrán  derecho  a  recibir  el
servicio gratuitamente. 

Para proveer los servicios de mediación sin costo
para  las  partes,  el  Ministerio  de  Justicia  velará  por  la
existencia de una adecuada oferta de mediadores en las diversas
jurisdicciones de los tribunales con competencia en asuntos de
familia,  contratando  al  efecto  los  servicios  de  personas
jurídicas o naturales, a fin de que sean ejecutados por quienes
se encuentren inscritos en el Registro de Mediadores.

Las  contrataciones  a  que  se  refiere  el  inciso
precedente,  se  harán  a  nivel  regional,  de  conformidad  a  lo
dispuesto  en  la  ley  N°  19.886  de  Bases  sobre  Contratos
Administrativos  de  Suministro  y  Prestación  de  Servicios,  y  su
Reglamento.  En  todo  caso,  de  contratarse  mediadores  mediante
trato directo, los términos del mismo deberán ajustarse a las
mismas  condiciones  establecidas  para  la  contratación  de
mediadores licitados, en lo que sea pertinente.”.

27 Reemplázase  el  artículo  115,  por  el
siguiente: 

“Artículo  115.  Composición  de  la  planta  de
los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en
esta ley tendrán la siguiente planta de personal:

1)  Juzgados  con  un  juez:  un  juez,  un
administrador,  dos  miembros  del  consejo  técnico,  un  jefe  de
unidad, dos administrativos jefes, tres administrativos 1º, dos
administrativos 2º y un auxiliar.

2) Juzgados con dos jueces: dos jueces, un
administrador,  dos  miembros  del  consejo  técnico,  un  jefe  de
unidad, dos administrativos jefes, cuatro administrativos 1º, dos
administrativos 2º, dos administrativos 3º y un auxiliar.

3) Juzgados con tres jueces: tres jueces, un
administrador,  tres  miembros  del  consejo  técnico,  un  jefe  de
unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1º, tres
administrativos 2º, dos administrativos 3º y un auxiliar.

4) Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces,
un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, un jefe de
unidad, dos administrativos jefes, seis administrativos 1º, tres
administrativos 2º, cuatro administrativo 3º y un auxiliar.

5) Juzgados con seis jueces: seis jueces, un
administrador, seis miembros del consejo técnico, dos jefes de
unidad,  dos  administrativos  jefes,  un  administrativo  contable,
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ocho  administrativos  1º,  tres  administrativos  2º,  cinco
administrativos 3º y un auxiliar.

6) Juzgados con siete jueces: siete jueces,
un administrador, siete miembros del consejo técnico, dos jefes
de  unidad,  tres  administrativos  jefes,  un  administrativo
contable, nueve administrativos 1º, tres administrativos 2º, seis
administrativos 3º y dos auxiliares.

7) Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un
administrador, ocho miembros del consejo técnico, dos jefes de
unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable,
diez  administrativos  1º,  cuatro  administrativos  2º,  seis
administrativos 3º y dos auxiliares.

8) Juzgados con nueve jueces: nueve jueces,
un administrador, nueve miembros del consejo técnico, dos jefes
de  unidad,  tres  administrativos  jefes,  un  administrativo
contable,  once  administrativos  1º,  cuatro  administrativos  2º,
siete administrativos 3º y dos auxiliares.

9) Juzgados con diez jueces: diez jueces, un
administrador, diez miembros del consejo técnico, dos jefes de
unidad, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable,
doce  administrativos  1º,  cuatro  administrativos  2º,  nueve
administrativos 3º y dos auxiliares.

10) Juzgados con doce jueces: doce jueces, un
administrador,  doce  miembros  del  consejo  técnico,  dos  jefe  de
unidad, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable,
catorce  administrativos  1º,  cinco  administrativos  2º,  nueve
administrativos 3º y dos auxiliares.”.

28) En el artículo 116, sustitúyese el numeral 3)
por los siguiente numerales 3) y 4): 

“3) Los miembros de los consejos técnicos de
juzgados de familia o de juzgados de letras, de ciudad asiento de
Corte y capital de provincia, grado IX, y de comunas o agrupación
de  comunas,  grado  X,  del  Escalafón  de  Miembros  del  Consejo
Técnico.

4) Los jefes de unidad de juzgados de familia
de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o
de  agrupación  de  comunas,  grados  IX,  X  y  XI,  del  Escalafón
Superior del Poder Judicial, respectivamente.”

29) En el artículo 118, intercálase en su inciso
primero,  a  continuación  de  la  expresión  “administradores  de
tribunales”, la frase “, jefes de unidad”

Artículo 2°.- Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  a  la
ley N° 19.947:

1) En el artículo 64, sustitúyese la expresión
“de conciliación” por la palabra “preparatoria”. 
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2) Sustitúyese en el artículo 67 la frase “el
juez deberá llamar a las partes a una audiencia de conciliación
especial,  con  el  propósito  de  examinar”  por  la  siguiente:  “,
durante la audiencia preparatoria, el juez deberá instar a las
partes a una conciliación, examinando”.

3) Suprímese el artículo 68.

4) Incorpórase en el artículo 69, a continuación
de la expresión “audiencia”, la palabra “preparatoria” 

5) Sustitúyese el artículo 70 por el siguiente: 

“Artículo  70.-  Si  las  partes  no  alcanzaren
acuerdo, el juez deberá pronunciarse sobre las medidas que se
adoptarán  en  forma  provisional,  respecto  de  las  materias
indicadas en el inciso segundo del artículo 67, mientras dura el
juicio.”.

6) Suprímese  el  Párrafo  Tercero  del  Capítulo
VII.

7) Suprímese el artículo 92. 

Artículo 3°.- Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  al
artículo 234 del Código Civil:

1) Sustitúyese  la  frase  “cuidando  que  ello  no
menoscabe su salud ni su desarrollo personal” por la siguiente
“en conformidad a la ley y a la Convención sobre los Derechos del
Niño”.

2) Elimínanse  los  incisos  segundo,  tercero  y
cuarto.

Artículo 4°.- Reemplázase  la  letra  t)  del  artículo  2°  del
Decreto Ley N° 3.346 de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de
Justicia, por la siguiente:

“t)  Llevar  el  registro  de  Mediadores  a  que  se
refiere la ley N° 19.968, y fijar el arancel respectivo.”.

Artículo 5°.- Incorpórase en el inciso primero del artículo 47
del Código Orgánico de Tribunales, a continuación de la expresión
“Apelaciones”, la frase “, previo informe técnico favorable de la
Corporación Administrativa del Poder Judicial,”.

Artículo 6°.- No obstante lo establecido en el literal b) del
numeral 3) del artículo 1°, una vez que entre en vigencia la ley
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N° 20.084, sustitúyese en el numeral 10) del artículo 8° de la
ley N° 19.968 el guarismo “29” por “30”.

Artículo 7°.- En el inciso primero del artículo 57 de la ley N°
16.618, suprímase la frase “, conforme al artículo 234 del Código
Civil”.

Artículo 8°.- Lo dispuesto en el numeral 26) del artículo 1°
regirá una vez transcurridos noventa días desde la publicación de
la presente ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°.- Las dotaciones adicionales que se establecen en
esta ley, serán nombradas y asumirán sus funciones, en la calidad
jurídica y en la fecha que determine la Corte Suprema, previo
informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En
todo  caso,  las  dotaciones  deberán  encontrarse  completamente
nombradas a más tardar el 31 de diciembre de 2007.

Artículo 2°.- Los cargos de juez de los juzgados de garantía y
de  los  tribunales  de  juicio  oral  en  lo  penal  de  la  Región
Metropolitana  que,  por  cualquier  razón,  no  hubieren  sido
provistos a la fecha de publicación de esta ley, sólo podrán ser
nombrados con previo informe técnico favorable de la Corporación
Administrativa  del  Poder  Judicial  y  previa  resolución  de  la
Dirección  de  Presupuestos  del  Ministerio  de  Hacienda,  donde
conste la disponibilidad presupuestaria correspondiente. La misma
disposición, será aplicable para los cargos que no hubieren sido
provistos  en  las  plantas  de  los  referidos  tribunales,
correspondientes  al  Escalafón  Secundario  y  al  Escalafón  de
Empleados del Poder Judicial.
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Artículo 3°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación
de esta ley durante el año 2006, se financiará con los recursos
contemplados en el presupuesto de la partida Ministerio de Justi-
cia, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos
que resulten necesarios.".

Dios guarde a V.E.,

MICHELLE BACHELET JERIA
Presidenta de la República

ISIDRO SOLÍS PALMA
Ministro de Justicia

ANDRÉS VELASCO BRAÑES
Ministro de Hacienda

CARMEN ANDRADE JARA
Ministra 

Directora Servicio Nacional de la Mujer (S)
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